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RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 20 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones mediante un recurso 

de certiorari1 Adria Estrada Camareno (en adelante señora Estrada o 

parte apelante) y nos solicita que revisemos una Orden emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 27 de julio de 2017 y 

notificada 4 de agosto siguiente.    

Por los fundamentos que exponemos a continuación se deniega la 

expedición de auto discrecional.  

I. 

 Veamos en lo pertinente el trámite procesal y los hechos más 

relevantes a la controversia antes nos. 

 Según surge del expediente ante nos, en el año 2014 se presentó 

una Petición de Revisión de pensión alimentaria para revisar la pensión 

                                                 
1 Al presente recurso nuestra Secretaría le asignó la identificación alfanumérica 
KLAN201701342, correspondiente a las apelaciones.  Habida cuenta que lo que interesa 
la "apelante" es revisar una Orden interlocutoria emitida por el Tribunal de Primera 
Instancia, el recurso procedente es el de certiorari. Ello así, se atenderá como tal, 
aunque conserve la identificación alfanumérica asignada. 
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de, el hoy adulto, Christian Failla Estrada, pues para dicha fecha este 

comenzaría estudios universitarios. Entre otras cosas, la señora Estrada, 

madre de Christian, le solicitó al Tribunal que revisara la pensión 

establecida al señor Douglas Failla (en adelante señor Failla) a favor de 

su hijo y ordenara el reembolso de ciertos gastos que, según su mejor 

entender, ella había incurrido en exceso.  

 Con ánimos de atender las controversias ante sí, el Tribunal había 

señalado una vista a celebrarse el 29 de junio de 2017. No obstante, el 

Tribunal a quo dejó dicho señalamiento sin efecto.  

 Luego de un sinnúmero de trámites procesales ante el foro 

primario, el 27 de julio de 2017 dicha curia emitió la Orden que hoy nos 

ocupa. Allí dispuso: 

En quince días Christian Paul Failla Estrada exprese al 
Tribunal si solicita pensión como estudiante adulto. 
 
[…] 
 
El pago de pensión no cesa automáticamente al cumplir 21 
años. El señor Failla Edling evidencie el pago de la misma 
en cinco días.2   
 

 Inconforme con varios asuntos, entre ellos, dicha orden, la señora 

Estrada presentó el presente recurso de certiorari. Señaló que el Tribunal 

primario se equivocó de la siguiente forma: 

Erró el TPI al suspender motu proprio la vista del 29 de junio 
de 2017 violentando el derecho al debido proceso de ley de 
la Sra. Estrada.  
 
Erró el TPI al permitir que la conducta desplegada por el Sr. 
Failla perjudicara y privara de su derecho a la Sra. Estrada 
y, por ende, al joven hijo de las partes.  
 

 Por su parte, el recurrido presentó sendas mociones en solicitud de 

desestimación. Primeramente, adujo que la señora Estrada omitió incluir 

varios documentos en el apéndice del recurso necesarios para la 

adjudicación de las controversias presentadas ante nos. Luego, nos 

suplicó la desestimación tras alegar que no ostentamos jurisdicción para 

atender el recurso. Ello pues, entiende que el primer error señalado se 

                                                 
2 Apéndice del recurso, a la pág. 74. 
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presentó tardíamente y el segundo es prematuro. La peticionaria se 

opuso a la petición desestimatoria.  

 El 1 de marzo del año en curso denegamos las mociones de 

desestimación y le concedimos un término al recurrido para que 

presentara su alegato en oposición. Sin embargo, el señor Failla presentó 

una moción de reconsideración y nos reiteró los argumentos relacionados 

a la falta de jurisdicción.  

II. 

-A- 

El primer aspecto que se ha de examinar en toda situación jurídica 

ante la consideración de un foro adjudicativo es su naturaleza 

jurisdiccional. Cordero v. ARPe, 187 D.P.R. 445, 457 (2012). Es norma 

reiterada que los tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción, por lo que tenemos el deber ineludible de auscultar dicho 

asunto con preferencia a cualesquiera otro. Carattini v. Collazo Syst. 

Análisis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life 

Ins., Co., 155 D.P.R. 309, 332 (2001).   

Ello, debido a que la falta de jurisdicción no es susceptible de ser 

subsanada por ningún tribunal, ni pueden las partes conferírsela cuando 

no la tienen. Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 D.P.R. 86 (2011); 

Ponce Fed. Bank v. Chubb LIfe Ins. Co., supra, pág. 332. Cuando un 

tribunal dicta una sentencia sin tener jurisdicción sobre las partes o la 

materia, su decreto es uno jurídicamente inexistente o ultra vires. Cordero 

v. ARPe, supra; Maldonado v. Junta, 171 D.P.R.  46, 55 (2007); Empress 

Hotel, Inc. v. Acosta, 150 D.P.R. 208, 212 (2000).       

La jurisdicción no se presume. Un recurso prematuro, al igual 

que uno tardío, sencillamente adolece del grave e insubsanable 

defecto de falta de jurisdicción. (Énfasis nuestro) Hernández v. 

Marxuach Const. Co., 142 D.P.R. 492, 495 (1997); Pérez v. C.R. Jiménez, 

Inc., 148 D.P.R. 153, 154 (1999). Por ende, su presentación carece de 

eficacia y no surte ningún efecto jurídico, ya que no existe autoridad 
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judicial para acogerlo. Pueblo v. Santana Rodríguez, 148 D.P.R. 400, 402 

(1999).     

III. 
 

 Según expusimos, en el caso ante nuestra consideración, la 

señora Estrada pretende que revisemos la determinación del Tribunal con 

relación a suspender la audiencia que estaba señalada para el 29 de junio 

de 2017. Al ser ello así, como bien señaló el recurrido, la peticionaria 

contaba con treinta días para presentar su recurso ante este foro 

apelativo intermedio; mas no lo hizo así. No fue hasta el 30 de noviembre 

siguiente que esta levantó su insatisfacción. Ante dichas circunstancias 

no podemos más que concluir que no tenemos autoridad para atender 

este señalamiento de error.  

 Mediante el segundo error señalado la señora Estrada nos 

manifestó que incidió el Tribunal primario al permitir “que la conducta 

desplegada por el Sr. Failla perjudicara y privara de su derecho a la Sra. 

Estrada”. Como parte de sus argumentos, esta cuestionó el proceder del 

Tribunal en la Orden recurrida a través de la cual dispuso, lo ya citado:  

En quince días Christian Paul Failla Estrada exprese al 
Tribunal si solicita pensión como estudiante adulto. 
 
[…] 
 
El pago de pensión no cesa automáticamente al cumplir 21 
años. El señor Failla Edling evidencie el pago de la misma 
en cinco días.3   

 
 Ciertamente, a través de dichas expresiones el Tribunal le ordenó 

al joven Failla Estrada expresarse en cuanto al reclamo de pensión como 

estudiante y a su padre le ordenó a presentar evidencia del pago de la 

pensión alimentaria según establecida. No vemos como dichas 

expresiones impliquen categóricamente que el Tribunal ha dejado 

desprovista de remedio a la señora Estrada en la etapa procesal que se 

encuentra el caso ante el foro primario.     

                                                 
3 Apéndice del recurso, a la pág. 74. 
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 Ello así y al no existir ninguno de los criterios establecidos en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal Apelaciones, supra, procede que 

nos abstengamos de expedir el recurso solicitado. 

IV. 

 Por los fundamentos que anteceden, resolvemos denegar la 

expedición del auto discrecional solicitado.    

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


